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¿Cuáles son las razones por las que luchan las FARC?
   Nuestros objetivos son la convivencia democrática 
con justicia social y ejercicio pleno de la soberanía 
nacional, como resultado de un proceso de participa-
ción ciudadana masivo que encauce a Colombia hacia 
el socialismo. 

Son la guerrilla más antigua del mundo. ¿Siguen vigen-
tes los motivos por los que iniciaron su lucha armada o 
éstos han cambiado con el tiempo?
   En estos 47 años se desató una vertiginosa trans-
formación en la ciencia y en la tecnología, se elevaron 
los índices de crecimiento económico en muchos paí-
ses, colapsó el modelo soviético de construcción socia-
lista e irrumpió incontenible la República China, sin 
embargo, pese a todo ello y a muchas otras novedades 
trascendentes, el hambre creció en el planeta, las in-
justicias, las brechas sociales y los conflictos persis-
tieron y aumentaron mientras que cerca de 10000 in-
dividuos espantosamente adinerados deciden la suerte 
de miles de millones de personas. Las FARC nacimos 
resistiendo a la violencia oligárquica que utiliza siste-
máticamente el crimen político para liquidar a la opo-
sición democrática y revolucionaria; también como 
respuesta campesina y popular a la agresión latifun-
dista y terrateniente que inundó de sangre los campos 
colombianos usurpando tierras de campesinos y colo-
nos, y nacimos también, como actitud digna y beli-
gerante de rechazo a la injerencia del gobierno de los 
Estados Unidos en la confrontación militar y en la po-
lítica interna de nuestra patria, tres razones esenciales 
que gestaron a las FARC tal como se señala en el Pro-
grama Agrario de Marquetalia elaborado y difundido 
en 1964. Una somera mirada sobre la realidad colom-
biana de mayo del 2011, nos muestra que, a pesar del 
contexto internacional reseñado, estos tres factores 
germinales persisten e incrementan en la actualidad. 
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¿Cree que es posible abrir un proceso negociador con el 
presidente Juan Manuel Santos?
   Con el esfuerzo mancomunado de muchos sectores 
progresistas y democráticos interesados en una solu-
ción incruenta del conflicto, siempre será posible cons-
truir escenarios e iniciar conversaciones directas de 
horizontes ciertos, con cualquier gobierno, incluyendo 
al actual, pese a que este, empezando su mandato, re-
dujo posibilidades al imponer una ley que cierra puer-
tas a diálogos dentro del país. Pero somos optimistas 
sobre la eventualidad de lograrlo.   

Ante la negativa del Gobierno a aceptar canjes de 
rehenes por guerrilleros presos, ¿qué planes tiene para 
los secuestrados que siguen en poder de las FARC?
   Le entiendo que usted se refiere a los prisioneros de 
guerra que tenemos en nuestro poder, porque una 
aproximación desapasionada, rigurosa y objetiva al te-
ma, en una confrontación política, social y militar de 
cerca de 47 años, que enfrenta a dos adversarios debe 
aludir a prisioneros de guerra que las partes capturan 
en el devenir de esa confrontación, cierto? La negativa 
actual del gobierno al canje no tiene por qué arredrar-
nos en la aspiración de tener con nosotros, libres, a los 
camaradas presos en la actualidad y a que regresen a 
sus hogares, los prisioneros, militares y policías captu-
rados en combate, que tenemos en nuestro poder, a 
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quienes sus familias también aspiran a tener de nuevo 
en su seno. Por encima de la indiferencia del Estado 
sobre sus propios soldados, vamos a perseverar. Se 
sabe que mientras perdure una confrontación habrá 
prisioneros en poder de las partes. 

El Comité Internacional de la Cruz Roja es un organis-
mo neutral encargado de velar por el cumplimiento del 
derecho internacional humanitario. En su último infor-
me indica que "mientras las partes en conflicto adelan-
tan los enfrentamientos armados en zonas rurales, la 
población que habita estas áreas vive en permanente 
peligro y está expuesta a violaciones del DIH como: 
homicidios y/o ataques a personas protegidas por el 
DIH; desapariciones forzadas; violencia sexual; toma de 
rehenes; reclutamiento forzado; malos tratos físicos y/o 
psicológicos; y desplazamiento forzado. La falta de res-
peto al principio de distinción entre combatientes y ci-
viles, las presiones para colaborar generando repre-
salias directas contra los civiles, la ocupación de bienes 
civiles privados o públicos y la contaminación por ar-
mas son otros factores agravantes que afectan la vida 
de las comunidades". ¿Cuáles de estas violaciones co-
mete las FARC?
   Para ser rigurosos habría que referir uno a uno los 
casos informados por el CICR y como este no es el espa-
cio adecuado, le puedo comentar que para nosotros, lo 
primero y más importante de nuestra lucha es la 
población, no solo por razones de principios políticos e 
ideológicos, sino prácticos de la guerra. Únicamente en 
la medida que respondamos a las necesidades objetivas 
de la población en cada área, podemos resistir, crecer y 
avanzar. De lo contrario es imposible.    
   Hace años y dada la intensidad de los combates, 
difundimos unas normas de comportamiento para que 
la población civil no permitiera su utilización como es-
cudo por parte de la fuerza pública que construye cuar-
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teles en medio de los poblados, utiliza el transporte 
público para sus movimientos, entrevera caravanas de 
vehículos militares en medio del transporte civil para 
sus desplazamientos por carreteras, pernocta en las 
escuelas y colegios, etc., prácticas que la fuerza pública 
utiliza, creándole peligrosos riesgos a la población.
   Eventualmente unidades nuestras pueden violentar 
normas, pero como estamos regidos por unos Estatu-
tos, unas Normas y unos Reglamentos de Régimen Dis-
ciplinario estrictos, cimentados en una concepción 
revolucionaria de la vida, que armonizan las relaciones 
entre combatientes y también, las nuestras con la po-
blación civil garantizando una profunda, sincera, ar-
mónica y sólida relación, tomamos los correctivos que 
señalan nuestros documentos. 
   Respecto al DIH y a sus Protocolos adicionales, 
mantenemos algunas reservas porque, en ocasiones, 
dificultan la aproximación a ciertas situaciones, dado 
que fue concebido y diseñado para conflictos entre na-
ciones y, pese a los protocolos adicionales, no siempre 
proporciona el justo equilibrio. Por ejemplo, calificar 
como "ejecuciones extrajudiciales" la homicida, crimi-
nal y sistemática práctica de las Fuerzas Armadas ofi-
ciales de Colombia durante los 63 últimos años, de 
asesinar civiles, vestirlos con ropa militar y colocar 
armas a sus cadáveres para hacerlos pasar como gue-
rrilleros "dados de baja" en combate, en un país que se 
ufana de ser un Estado de Derecho y cuya legislación no 
contempla la pena de muerte, posibilitó un trato benig-
no y celestino a los criminales, que ha escamoteado una 
condena drástica, vertical, diáfana y oportuna al terror 
desarrollado por el Estado colombiano desde hace más 
de 47 años.  
La norma sobre el uso de armas no convencionales, es 
una reglamentación para la guerra entre naciones que 
no puede abarcar a movimientos populares como el 
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nuestro que se armó desde un comienzo con palos y 
machetes para defenderse de una agresión ges-
tada y ejecutada por el Estado, con la contribu-
ción militar, financiera y tecnológica de la Casa 
Blanca. Equivale a recriminar al bíbli-
co David porque utilizó piedras para 
defenderse de la agresión del coloso 
Goliat.  
  Valdría la pena trabajar un 
escenario internacional 
donde analizar, desde 
diferentes ópticas, 
estas situaciones y 
otras del mismo 
tenor e intercambiar conceptos sobre la 
"neutralidad" que por encima de cualquier considera-
ción, deben mantener quienes se reclaman sus garan-
tes. 

Las FARC hacen uso de minas antipersona, entre otras 
cosas contra operaciones de erradicación manual de 
cultivos de hoja de coca. ¿Por qué continúan usando un 
arma prohibida por el derecho humanitario y que todo el 
mundo acordó en 1998 erradicar en el Tratado de Ottawa 
o la Convención sobre la prohibición de minas anti-
personales?
   Le reitero que acerca del armamento utilizado por la 
guerrilla en su lucha de resistencia, en la irregularidad 
de su táctica y como consecuencia de la asimetría que 
caracteriza una confrontación como la colombiana, 
será necesario que en un escenario internacional am-
pliamente representativo, con la presencia de la gue-
rrilla revolucionaria por supuesto, nos ocupemos de 
abordar este tema con objetividad, sin mentiras, bus-
cando unas conclusiones realistas que todos podamos 
acatar rigurosamente, incluyendo a los gobiernos. Es 
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ridículo, por calificarlo de alguna manera, que cuando 
el Estado colombiano lanza operativos contra insur-
gentes en una proporción de 100 militares por cada 
guerrillero, con bombardeos de ablandamiento ejecu-
tados con miles de toneladas de pentolita, realizados 
por una aviación dotada de cohetes de todo tipo, ame-
trallamientos desde sus centenares de helicópteros 
gringos y rusos de última tecnología, fuego de artillería 
con morteros de 120 mm, salgan luego los altos man-
dos militares a quejarse y a denunciar, porque muchas 
de sus unidades cayeron en campos minados en tan 
desigual teatro de operaciones. O, como también suce-
de, es criminal forzar a civiles a servirles como guía en 
sus labores de rastreo y seguimiento con conse-
cuencias muchas veces lamentables para quienes han 
sido obligados. O, como sucede en otras ocasiones, es 
perversamente fariseo dar dinero a civiles para que 
ejerzan como soplones, quienes buscando informa-
ción, muchas veces son víctimas de la confrontación. 
   Sin duda, nadie puede escatimar esfuerzos por sepa-
rar a la población civil del conflicto. Esto debe privile-
giarse en todos y cada uno de los hechos que se aco-
metan como parte del conflicto, pero cómo entender 
esto en el caso de Colombia, donde el gobierno nacional 
desató una intensa campaña para reclutar civiles como 
informantes a cambio de dinero, integrándolos a un 
aparato llamado Red de Cooperantes? Se estarán 
ciñendo a las normas del DIH? O existe una contra-
dicción entre su discurso maniqueo frente a la nor-
matividad internacional y las políticas que desa-
rrolla? Son, muchos los temas que deberá abocar 
una reunión de actualización del DIH, en la que 
sería vital la participación de los Estados Unidos 
de Norteamérica para también analizar la sindé-
resis entre las exigencias que hace al resto del 
mundo respecto a los Derechos Humanos y su 
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práctica cotidiana y universal.

¿Tienen futuro las FARC si se mantienen al margen del 
narcotráfico? ¿Qué relaciones tienen ahora con el cul-
tivo y tráfico de drogas? ¿Es hoy en día su principal 
fuente de financiación? ¿Cuánto dinero ingresan al año 
por este concepto?
   Nuestra lucha por permanecer al margen del narco-
tráfico no ha sido fácil ya que en los últimos 30 años 
Colombia ha sido permeada y contaminada, de pies a 
cabeza, por los dineros del narcotráfico: las institu-
ciones del Estado sin excepción, la industria, la banca, 
el comercio, la política, el deporte, el agro, la farándu-
la, las fuerzas militares y de policía, la Iglesia y en ge-
neral, el conjunto del tejido social. 
   La guerra contra las drogas decretada por la Casa 
Blanca ha sido un fracaso, especialmente en Colombia 
pues ha dejado una enorme estela sangre, desinte-
gración social y pérdida de valores sustantivos de la 
ética y la moral, mientras que el área sembrada de coca 
oscila pendularmente entre las 90 mil y las 180 mil 
hectáreas y el país continúa a la cabeza del tráfico 
mundial, según informes de diversos organismos in-
ternacionales.     
   De tiempo atrás, hemos manifestado nuestro acuer-
do con la legalización o con la despenalización que, 
desde las épocas del premio nobel norteamericano Mil-
ton Friedman hasta hoy incluyendo a 4 ex presidentes 
latinoamericanos y a gran cantidad de personalidades 
y organizaciones del mundo entero, se promueve como 
salida realista para liquidar definitivamente las enor-
mes ganancias de este tráfico, manejar su creciente 
consumo como un problema de salud pública y desa-
rrollar estrategias preventivas con la certeza de su 
superación definitiva. 
   En épocas del Caguán, en sesión especial ante emba-

7



jadores y representantes de diversos países y orga-
nismos multilaterales, presentamos un plan detallado 
para experimentar en un área delimitada una estrate-
gia de sustitución de cultivos que desestimulara a los 
campesinos cultivadores de coca y les contribuyera en 
la creación de alternativas económicas ciertas. Muchos 
narcotraficantes y dirigentes políticos de los partidos 
de gobierno se atravesaron a la propuesta y la frus-
traron.
   El narcotráfico no es un problema de las FARC. Es un 
fenómeno nacional, latinoamericano y mundial al que 
se le debe hacer frente con una estrategia racional y 
convergente encabezada por los primeros responsa-
bles y también grandes víctimas de este cáncer: los paí-
ses desarrollados. 
  Quisiera serle taxativo en esto: ninguna unidad faria-
na, de acuerdo a los documentos y decisiones que nos 
rigen, puede sembrar, procesar, comerciar, vender o 
consumir alucinógenos o sustancias psicotrópicas.
   Todo lo demás que se diga, es propaganda.   

Al margen del narcotráfico, ¿cómo se financian las 
FARC?
   Las FARC-EP tenemos tres fuentes básicas de finan-
ciación: aportes de amigos y simpatizantes que creen 
sinceramente en el compromiso revolucionario de las 
FARC y en la causa por la que luchamos; impuestos que 
cobramos a los ricos a través de la Ley 002 y, rentas 
generadas de inversiones que mantenemos. 

Las FARC han sufrido sus golpes más duros durante el 
Gobierno de Uribe, como la Operación Jaque, la Opera-
ción Fénix, la Operación Camaleón... ¿En qué situación 
se encuentra la guerrilla? ¿Cuáles son sus efectivos y 
qué territorio controla?
   Para ser sinceros el golpe más serio y de mayor calado 
lo recibimos luego de la segunda conferencia guerrille-
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ra realizada en 1966, en el departamento 
del Quindío, donde perdimos gran cantidad 
de combatientes y el 70% de las armas. Solo 
hasta la quinta conferencia, después de 
muchos años, pudo decir el comandante 
Marulanda: "Por fin nos hemos repuesto 
del mal que casi nos liquida".
   Operativos como Jaque, desarrollado a 
partir de la traición del jefe de la unidad 
guerrillera que vendió los prisioneros de guerra bajo 
su custodia, no tienen las connotaciones promocio-
nadas por el gobierno. Innumerables veces hemos res-
catado nuestros presos de las cárceles del Estado. Son 
hechos de guerra que llaman a las partes a tomar 
nuevas medidas de seguridad. No modifican ni la con-
cepción, ni los diseños operacionales ni mucho menos 
la estrategia de nuestra fuerza. 
   En los últimos 9 años, y como consecuencia de la 
mayor injerencia militar de Washington en los asuntos 
internos de Colombia, la guerra se ha intensificado. 
Hemos sufrido golpes. Las muertes de Raúl, de Jorge, 
de Iván Ríos y de muchos camaradas, nos duelen y nos 
generan ese dolor revolucionario que desata, incon-
tenible, mayor compromiso con nuestros ideales de 
socialismo. Ya las hemos asimilado. Con el legado y 
ejemplo de nuestros héroes y mártires, las nuevas pro-
mociones toman su lugar y trinchera, nuevas promo-
ciones de revolucionarios dispuestos, como los más 
antiguos, a darlo todo, hasta la vida, por los objetivos 
de la Nueva Colombia.
   Pero, se sabe que en toda guerra hay muertos, de 
ambos bandos, y la colombiana no es la excepción.
   También estos 9 años, han demostrado el tamaño y la 
calidad del compromiso de las FARC con nuestros idea-
les de cambio y de transformación revolucionaria.     
Como es evidente en los partes militares también 

Los primeros farianos
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hemos golpeado a las fuerzas militares y paramilitares 
del estado, a las institucionales y a las para institu-
cionales, a todas, incluyendo aquellas que tiran la pie-
dra y esconden la mano, que cínicamente dicen des-
conocer la estrategia de los "falsos positivos", que nie-
gan ante los medios su contubernio con el narcopa-
ramilitarismo, pero le abren en la oscuridad de la 
noche las puertas secretas de sus palacios, mansiones 
y haciendas para conspirar contra la convivencia, la 
democracia y contra el pueblo.
   Las FARC mantenemos nuestra influencia, sólida 
influencia, en las áreas donde existimos, por todos los 
rincones de la geografía nacional, nacida y cimentada 
en la justeza de nuestros planteamientos políticos, en 
nuestro trabajo y ayuda permanente a las comunida-
des, respeto hacia todas ellas y por nuestra autoridad 
surgida del compromiso sincero del que no pretende 
nada a cambio de su esfuerzo, salvo la satisfacción de 
aportarle esperanza al pueblo en su propia capacidad 
de movilización, organización, lucha y en su futuro de 
bienestar.   
   No le puedo comentar cuántas unidades conforman 
las FARC-EP porque somos una organización irregu-
lar. Pero, accionamos, trabajamos y luchamos en todo 
el territorio nacional.
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¿Qué hay de cierto en el supuesto contenido del orde-
nador de Raúl Reyes?
   Los elementos que pudieron haber quedado funcio-
nando, luego del bombardeo sobre la humanidad del 
Camarada Raúl y de su guardia, fueron manipulados al 
amaño del gobierno. Ni la propia INTERPOL quiso 
comprometerse con las truculencias de Álvaro Uribe y 
manifestó públicamente, luego de un detallado análi-
sis, que había sido quebrada la Cadena de Custodia, lo 
que significa, en buen romance, que luego de la muerte 
de Raúl se manipularon los contenidos del disco duro 
"sobreviviente", si fue que lo hubo, luego de semejante 
infierno de explosivos. Se trataba de inventar y re-
torcer acontecimientos para chantajear a las FARC y a 
muchos amigos de la paz de Colombia con ese estilo 
muy particular que caracteriza al señor Álvaro Uribe y 
que impuso a toda su administración. Esta semana que 
termina, la Corte Suprema de Justicia declaró como 
ilegal cualquier prueba levantada sobre los llamados 
computadores de Raúl Reyes, precisamente porque se 
manipularon los materiales supuestamente encontra-
dos y además se desvirtuaron los procedimientos judi-
ciales.
   Curiosamente, no han trascendido informes que nos 
llegaban y que el Comandante Raúl debía de conservar, 
por ejemplo, alrededor de los pagos a altos oficiales de 
la policía, hoy generales, que hizo el narcotraficante 
Wilber Varela y que comentó personal y detalladamen-
te a uno de nuestros comandantes en el Valle del Cauca 
el coronel Danilo González, quien aún en servicio acti-
vo, buscó a las FARC pretendiendo la liberación de 
unos sospechosos que habíamos retenido; tampoco se 
mencionaron informes precisos alrededor de la utiliza-
ción plena del DAS por parte del paramilitarismo con la 
total anuencia del Presidente de entonces, ni de los 
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encuentros, whisky en mano, en Bogotá, de jefes 
paracos con "prestantes" personalidades linajudas para 
planificar las agresiones contra la izquierda, ni otras 
muchas que harían muy larga esta entrevista y que 
seguramente no incluyeron en las copias que han ido 
regalando a algunos de sus gobiernos amigos, a la CIA, 
al MI5 y al MI6 ingleses, al MOSSAD israelí y a otros que 
continúan publicitando inverosímiles historias a tra-
vés de sus organizaciones de bolsillo.          

¿Cree usted que el proceso de desmovilización de para-
militares impulsado por la ley de Justicia y Paz ha sido 
exitoso? ¿Cuál es su opinión sobre este proceso?
   Ese proceso se planificó y ejecutó como una farsa 
para sacar en limpio a los verdaderos jefes del paramili-
tarismo luego que Álvaro Uribe, uno de ellos, ganó las 
elecciones presidenciales en el 2002. 
   Como cobertura, utilizaron a narcotraficantes y sica-
rios con ínfulas de jefes contrainsurgentes, a quienes 
prometieron estatus político y respeto a sus incalcula-
bles fortunas. Luego los desecharon, en una historia 
que se recicla donde la aristocracia y algunos trepangos 
delinquen buscando el poder y la riqueza utilizando a 
criminales y bandidos, a quienes luego condenan, 
encarcelan o mandan asesinar en un repetido espec-
táculo de escarnio público.  

   El país sabe que el paramilitarismo es una 
estrategia del estado para asesinar sistemá-
ticamente opositores, buscando ocultar la 
sangre que mancha hasta la médula a las 
instituciones públicas, detrás de bandas de 
sicarios y delincuentes de apariencia civil. 
   La oligarquía colombiana, impotente en su 
lucha contra los avances de la insurgencia 
revolucionaria, se entregó a la práctica 
paramilitar a la que posteriormente, en la 
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décadas del 70, articuló con el naciente narcotráfico 
dando origen al narcoparamilitarismo, ensalzado y 
consentido socialmente por los poderosos durante 
largos años, quienes ahora luchan por zafarse del 
estigma y por lavar sus propias porquerías. 
   A los narcos que creyeron en sus palabras, los exhi-
bieron y promocionaron como grandes jefes contra-
insurgentes y luego, los extraditaron a los Estados Uni-
dos con el fin de silenciarlos. Tiempo después, cuando 
desde allá y por la presión de las víctimas procedieron a 
confesar villanías, a mencionar a sus compinches, so-
cios, contactos, mecenas políticos y militares, la oli-
garquía utilizó sus medios para sembrar la duda: cómo 
creerle a un criminal y no a un aristócrata, a un po-
lítico tradicional o a un prestigioso general de las Fuer-
zas Militares?
   La ley de justicia y paz, ha sido una gran farsa, que 
pasó por la venta de títulos como "comandantes para-
militares" a sicarios narcotraficantes, pasó también 
por las fotos de grandes "desmovilizaciones" de desem-
pleados y bandidos contratados para la ocasión, con 
fusiles y armas compradas para la fotografía, y ter-
minará con la absolución de Álvaro Uribe, en la comi-
sión de acusaciones de la Cámara de Representantes 
del Parlamento colombiano, salvo que los millones de 
afectados por esta criminal estrategia le impriman una 
mayor dinámica a sus esfuerzos y luchas y se reciba 
mayor solidaridad mundial. Solo así en Colombia, co-
mo sucedió en la Argentina y otros países, se podrá 
condenar también a los 
responsables materia-
les e intelectuales de las 
negras y sangrientas 
noches en que hundie-
ron al país. 

El narcotraficante alias Gordo Lindo
posando de jefe paramilitar, junto 
a Jorge 40 Y “Don Berna”.

13



¿Por qué tiene sentido la lucha armada para las FARC y 
no la defensa a través de vías democráticas de los 
ideales políticos y las transformaciones socioeconó-
micas que consideran necesarias?
   Porque en Colombia a la oposición democrática y 
revolucionaria, la asesina la oligarquía. La masacre de 
la Unión Patriótica es la muestra palmaria. 
   A todo líder, a cualquier organización no oligárquica 
que amenace los poderes establecidos, lo asesinan o la 
masacran como parte de una estrategia oficial de Segu-
ridad Nacional. Los poderosos la han instituido como 
característica de su cultura política y ahora la han 
incrustado en la concepción del Estado.  
   Extensos pasajes de la historia nacional que datan 
desde septiembre de 1828 cuando las facciones pro-
gringas colombianas de entonces atentaron contra el 
Libertador Simón Bolívar, hasta estos años, pasando 
por el asesinato del Gran Mariscal de Ayacucho Anto-
nio José de Sucre, del líder liberal Rafael Uribe Uribe, 
de Jorge Eliécer Gaitán, de Jaime Pardo Leal, de Luis 
Carlos Galán, de Bernardo Jaramillo Ossa, de Manuel 
Cepeda Vargas y de centenares de líderes más, pare-
cieran ratificar un viejo y descarnado aserto popular: 
la oligarquía colombiana no entiende sino el lenguaje 
de los tiros.
   Aquí en las FARC pensamos que a pesar de esa 
histórica agresión antipopular que caracteriza el deve-
nir nacional, es realista e inaplazable trabajar la cons-
trucción de espacios de convergencia, donde entre to-
dos los colombianos construyamos los acuerdos que 
cimenten la convivencia democrática. El comandante 
Jacobo Arenas insistió en que el destino de Colombia 
no podía ser la guerra civil, en consecuencia hemos 
luchado, una y otra vez, por encontrar con los distin-
tos gobiernos, la salida política al conflicto colombia-
no. No se ha logrado porque la oligarquía piensa en 
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rendiciones y nosotros en cambios de fondo, democrá-
ticos, a la vida institucional y a las reglas de convi-
vencia, pero no por ello, cejaremos de luchar la solu-
ción incruenta como esencia de nuestra concepción 
revolucionaria y sustento de la Nueva Colombia.   

¿Qué lecciones sacaron de la creación del partido Unión 
Patriótica? 
   Fue una experiencia tan llena de riqueza como dolo-
rosa, que debemos analizar y referenciar permanente-
mente. Dentro de sus muchas lecciones le podría men-
cionar algunas como lo difícil que es avanzar en un 
proceso de solución política, cuando la oligarquía co-
lombiana mantiene sus estrategias de paz de los sepul-
cros y Pax Romana, pues frente a este proyecto mostró 
su mezquindad y fue esencialmente sanguinaria y 
cruel. Prefirió el asesinato de cerca de 5000 dirigentes 
democráticos y revolucionarios en una razzia de corte 
hitleriano, que abrir espacios a todas las vertientes de 
la izquierda, hecho que de haberse logrado hubiese ge-
nerado una nueva dinámica en la confrontación políti-
ca y posibilitado la concreción integral de los Acuerdos 
de La Uribe hace más de 25 
años.
   Con el exterminio de la UP 
no solo se perdió una gene-
ración casi completa de di-
rigentes revolucionarios, la 
mayoría de ellos de gran 
dimensión polí-tica e 
inmensos valo-res 
éticos, cuya ausen-cia 
hoy es notoria en el 
escenario público tanto de la na-ción como del conti-
nente, también se frustró por muchos años, la posi-
bilidad de firmar un acuerdo de convivencia.  

15



   La experiencia de la UP nos enseñó que cualquier 
avance hacia la paz que surja de acuerdos exige 
transparencia, que todo tropiezo debe clarificarse an-
tes de emprender un nuevo escalón, pues los Acuerdos 
de La Uribe, origen de la UP, fueron saboteados por el 
Alto Mando militar desde el primer momento a pesar de 
lo cual, todos los comprometidos con dichos acuerdos, 
luchamos como Quijotes, por sacarlos adelante.
    Pero lograr la firma de acuerdos de paz en La Uribe 
en 1984 y garantizar su cumplimiento total hasta cul-
minarlos, fue imposible. Así que los colombianos que 
emprendimos con gran optimismo y mayor entusiasmo 
una histórica jornada por la convivencia, perdimos esa 
batalla civilizada frente a los "enemigos agazapados de 
la paz", que hoy ya no se esconden tanto. 
   Un proceso de paz exitoso, tiene como premisa inelu-
dible, el respaldo pleno, decidido, transparente y acti-
vo, de la mayoría de la población.
   No me cabe la menor duda que las nuevas genera-
ciones de colombianos, en un futuro cercano, rendirán 
honores y harán reconocimiento a los mártires de la 
Unión Patriótica que "a pecho descubierto" lucharon 
por un mejor país para sus hijos, por la democracia y la 
convivencia, con una generosidad, un desprendimien-
to y una valentía ejemplares. 

Destacados líderes políticos de izquierdas colombianos 
han dicho a PÚBLICO que creen que la existencia como 
guerrilla de las FARC es la responsable de la "dere-
chización extrema" de la sociedad colombiana, ya que 
"izquierda" se asocia a guerrilla. ¿Está usted de acuer-
do?
   Digamos genéricamente, que se está a la izquierda si 
se prioriza lo social, la democracia popular y los cam-
bios revolucionarios, en oposición a quienes privile-
gian la ganancia económica, el hegemonismo burgués y 
la defensa del statu quo. No se trata solo de estar al lado 
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izquierdo de la derecha, sino de defender integralmen-
te intereses de clase, populares. Integralmente.
   Puntualizo para comentarle que no he escuchado a 
ningún destacado dirigente, de izquierda, afirmar lo 
que menciona en su pregunta. 
   En Colombia los hay, bastantes, muy importantes y 
muy  consecuentes, que con enorme responsabilidad y 
altura discrepan de la lucha armada revolucionaria, se 
apartan de ella, pero entendiendo sus circunstancias 
históricas, trabajan por encontrar los caminos de la 
solución política respetando el compromiso de quienes 
combatimos desde la insurgencia y, priorizando sus 
debates contra la oligarquía y contra el neo coloniaje 
imperial, verdaderos generadores de la violencia en 
Colombia.  
   De pronto existan quienes han militado en la iz-
quierda y ya no defiendan sus posiciones originales 
sino las del régimen, como sucede en muchas partes del 
mundo. Habrá que respetar sus nuevas posturas, pero 
sin inscribirlos como defensores de los intereses popu-
lares ni ubicarlos a la izquierda en el ajedrez de la 
política.
   También puede darse el caso de quienes pretenden 
ocultar sus propias fallas, tras el esfuerzo ajeno.
   La lucha nuestra desde Marquetalia es por la demo-
cracia, por la posibilidad cierta de desarrollar una 
acción de masas, abierta, por los cambios revoluciona-
rios y el socialismo. Y esta opción, es la que ha sabo-
teado a tiros la oligarquía colombiana.
   Asesinaron a Jorge Eliécer Gaitán, legislaron con el 
anti comunismo como soporte durante la dictadura mi-
litar, crearon el Frente Nacional bipartidista para ex-
cluir y perseguir a los revolucionarios, y aprobaron 
una Constitución en 1991, con elementos positivos en 
su diseño y textos, que dejó intacta la concepción de 
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Seguridad Nacional del enemigo interno que campea 
desde hace un poco más de 47 años en nuestro país, la 
misma del paramilitarismo y los falsos positivos.    
   La derecha, en Colombia y en todo el mundo, propa-
gandiza y difunde sus pretextos, reales o ficticios, para 
confundir, atacar y desvirtuar las luchas populares por 
bienestar y progreso social. Y utiliza variedad de for-
mas para ello, incluyendo a muchos quienes algún día 
fueron activistas de la izquierda. 
   En los tiempos que corren, con el desarrollo de los 
medios de comunicación, no hay confusión posible. 
Quienes defienden el orden existente, no lo pueden 
ocultar. 
   La confrontación en Colombia se ha prolongado 
demasiado. Luchar y clamar por la paz es expresión de 
un sentimiento profundamente popular y revoluciona-
rio.   

Las FARC firmaron un pacto de no agresión con la 
guerrilla del ELN en diciembre de 2009. ¿Qué obstáculos 
ha habido en su implementación?
   Tanto el Comando Central del ELN como el Secre-
tariado del Estado Mayor Central de las FARC-EP, he-
mos reconocido con sentido autocrítico, el error que 
significó no detener drástica, tajante y oportunamente 
los roces que se fueron dando en diversas áreas del 
país, entre combatientes de las dos fuerzas, de tiempo 
atrás.
   Ahora, trabajamos con enorme convicción revolu-
cionaria en todas esas áreas por superar, definitiva-
mente, las asperezas, los mal entendidos, las emulacio-
nes mal hechas y los enfrentamientos. Es un proceso 
complejo, teniendo en cuenta la coyuntura actual, de 
intensa confrontación política y militar con el Estado.    
Pero vamos avanzando con solidez. 
   La autocrítica es a fondo y en eso estamos. Falta tiem-
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po, hay mucho terreno por recorrer pero avanzamos 
en firme haciendo conciencia, a todos los niveles de 
nues-tras organizaciones, que somos parte del mismo 
con-tingente de lucha popular, revolucionaria, 
antiimpe-rialista, bolivariana y socialista. Y que ello es 
lo que fundamenta la forma de relacionarnos, las 
conver-gencias que debemos trabajar y luchar para 
elevar a nuevos niveles la necesaria estrategia unitaria 
de los revolucionarios colombianos.
   Recogimos el legado del gran revolucionario, el sacer-
dote Camilo Torres Restrepo de enfatizar lo que nos 
une. Las divergencias las debemos ventilar y airear en 
mecanismos que estamos creando para ello. 
   Estamos obligados a ser ejemplo de unidad. Y de 
madurez. Así también le contribuiremos a la unidad 
popular de los colombianos, proyectando en los hechos 
la prioridad "del bien común" por encima de cualquier 
interés particular.
   Nos falta un buen trecho, pero ya lo empezamos. Y 
eso es lo estratégico.
 
Según un auto de la Audiencia Nacional, dos testimo-
nios de antiguos miembros de las FARC implican al 
Ejército de Hugo Chávez en los cursillos de adiestra-
miento que ETA impartió a los guerrilleros colombianos 
en suelo venezolano. Los relatos de los arrepentidos 
forman parte de un informe de la Comisaría General de 
Información de la Policía. En el apartado del auto dedi-
cado a los "hechos" se describe cómo en agosto de 2007 
dos presuntos miembros de ETA impartieron en la selva 
venezolana dos cursos sobre manejo de explosivos a 
guerrilleros de las FARC. ¿Han tenido en el pasado las 
FARC relación con la banda ETA? ¿Mantienen relación 
en la actualidad y, en caso afirmativo, en qué consiste? 
   La experiencia de las FARC en materia de explosivos 
tanto de su fabricación, como de su almacenamiento y 
utilización es larga y abundante, lo que desde hace 
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mucho tiempo nos permite autoabastecernos sin recu-
rrir a ningún tipo de ayudas, simplemente porque no lo 
hemos necesitado. Tenemos nuestros propios instruc-
tores. Así de simple. Esto para rechazar las afirmacio-
nes sobre tales cursillos con personal extranjero que 
solo pretenden afectar al gobierno bolivariano de 
Venezuela. 
   En Colombia, a partir del ofrecimiento de dineros, 
viajes a Europa y rebaja considerable de penas, algunos 
desertores, se prestaron para atestiguar en contra 
nuestra y favorecer políticas nacionales o internacio-
nales del gobierno de Álvaro Uribe. Pero como la men-
tira no perdura, los montajes que fabricaron a partir de 
miles de falsos testimonios se están desmoronando. 
Todos caerán como castillos de naipes.  
   Por ejemplo: actualmente cursan investigaciones 
penales y administrativas, de la Fiscalía y también de la 
Procuraduría General de la Nación, contra altos fun-
cionarios del gobierno Uribe y contra altos mandos 
militares de la época, por las comedias que montaron, 
farsas, falsas deserciones llenas de infames afirma-
ciones como parte de su ofensiva contra las FARC.  
   El mundo se está enterando cómo en el departamento 
del Tolima se reclutaron bandidos y desocupados, con 
quienes "formaron" una columna guerrillera, los vis-
tieron con uniformes militares, les dotaron algunos 
fusiles viejos y otros muchos de palo, llamaron a los 
periodistas, les tomaron fotos, peroraron una diatriba 
insulsa, les dieron algún dinero a los farsantes, difama-
ron sobre muchos ciudadanos a quienes encarcelaron 
y, luego, felices ratificaron que el fin del fin estaba cer-
ca, incluyendo al presidente de entonces.  
   Dijéramos que esa fue una tónica general del gobier-
no colombiano anterior: buscando imponer sus políti-
cas fascistas, levantó todo tipo de aduanas morales, 
legales, éticas, discrecionalmente, para otorgarse la li-
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cencia de calumniar, difamar, mentir e inventar. Val-
dría la pena que la justicia española verificara y con-
frontara a fondo las informaciones que le fueron 
proporcionadas en ese entonces. 
   Nuestras relaciones, que en este momento tienen 
carácter clandestino, con gran cantidad de organiza-
ciones democráticas y revolucionarias del mundo, ar-
madas y civiles, están regidas por las conclusiones de 
las Conferencias Guerrilleras que, como ya señalé, 
orientan sobre el no desarrollo de acciones militares en 
otros países, respetando la soberanía de cada país y las 
luchas de cada pueblo. 

¿Es cierto que las FARC pidieron apoyo a ETA para 
atentar contra varias personas, entre ellas el presidente, 
Álvaro Uribe, cuando visitara España o la UE?
   Esa es la propaganda que se hacía el mismo Uribe, en  
Colombia y en el exterior, para proyectar una imagen 
de víctima. 

Las fuerzas de seguridad españolas detuvieron a Reme-
dios García Albert, a quien consideran vinculada con las 
FARC. ¿Tienen las FARC vínculos con Remedios García 
Albert? En caso, afirmativo, ¿en qué consisten?
   No conozco vínculos de Remedios García con las 
FARC. A ella, la referencio exclusivamente por una 
mención periodística de las autoridades colombianas, 
durante el periodo de incontinencia propagandística 

que sufrió el gobierno 
alrededor del supues-
to ordenador del Co-
mandante Raúl Reyes. 
Nunca antes ni nunca 
después la escuché 
nombrar. Podría afir-
mar, si de algo sirve, 
que en los tiempos de 

Alfonso Cano en tiempos de los diálogos del Caguán
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las con-versaciones de paz en el Caguán, gran cantidad 
de personas venidas del mundo entero, a título indi-
vidual o como representantes de organizaciones de 
muy diversa índole o de gobiernos, hicieron presencia 
e intercambiaron opiniones con nuestros represen-
tantes alrededor del proceso que se adelantaba. No 
podría agregar nada más al respecto.   

¿Qué relación mantienen con los gobiernos de Cuba, 
Venezuela y Ecuador?
   Si usted me lo permite, preferiría abstenerme de una 
respuesta alusiva a nuestras relaciones con cualquier 
gobierno del mundo.

¿Creen que España puede jugar algún papel en la 
solución del conflicto colombiano? ¿Cuál?
   Siempre hemos percibido positivamente la partici-
pación de la comunidad internacional en la solución 
política del conflicto. Pero, dadas sus características 
actuales y las permanentes y agresivas declaraciones 
oficiales, es necesario que le demos tiempo al tiempo. 

¿Qué sabe de los falsos positivos? ¿Por qué las FARC 
no han difundido más revelaciones sobre ese tema?
   El asesinato sistemático de civiles en estado de inde-
fensión por parte de militares y policías, y su posterior 
presentación como "guerrilleros dados de baja en com-
bate", es una práctica institucional en Colombia, desde 
el año de 1948. 
   No es algo novedoso ni mucho menos. Hace parte de 
una guerra sucia desarrollada por el Estado colom-
biano contra "el enemigo interno" que también concibe 
y ejecuta el asesinato selectivo de líderes políticos de la 
oposición, de dirigentes sindicales comprometidos con 
los trabajadores, la desaparición de activistas revo-
lucionarios, las torturas, el terror y las masacres que 
intimiden y generen miedo, parálisis, pánico y despla-
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zamiento. 
Todo ello se ha denunciado y se con-
tinúa denunciando. Existen centena-
res de libros, miles de denuncias, mi-
llares de evidencias y de pruebas que 
demuestran la responsabilidad del Es-
tado colombiano en el desarrollo de 
esta estrategia, solo que hasta ahora, 
la comunidad internacional acepta la 
tesis oficial que señala como hechos aislados, bajo la 
responsabilidad de algunas manzanas podridas, esta 
criminal práctica institucional. 
   Son centenares de miles las víctimas civiles de la 
guerra sucia que el Régimen ha emprendido, según 
afirma, en "defensa de las instituciones y del Estado de 
Derecho".
   A mediados de los años setentas, la estrategia 
oligárquica de terror fundió sus prácticas paramili-
tares con el narcotráfico, bajo la dirección y jefatura de 
poderosos empresarios, destacadas personalidades de 
la política tradicional y altos mandos militares, con el 
objetivo de intensificar sus crímenes y atesorar dineros 
provenientes del narcotráfico, pero ocultando a sus 
verdaderos jefes y orientadores.
   Hoy, muchas evidencias empiezan a salir a flote, 
desde las farsas de las cárceles asignadas a los militares 
y políticos responsables de crímenes atroces, pasando 
por la usurpación masiva de tierras por parte de ha-
cendados, militares, industriales y dirigentes de los 
partidos tradicionales, acuerdos políticos empapados 
de sangre entre gamonales y narcos, enriquecimiento 
desmesurado e inusitadamente rápido de un reducido 
sector social vinculado a los distintos gobiernos de es-
tos años, institucionalidad permeada casi sin excep-
ción por dineros mafiosos y al servicio de estos, hasta 
los nexos del alto gobierno con esta estrategia que por 
lo pronto visibiliza a dos de sus "eminentes" cabezas, el 

La denuncia de Calle 13
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señor  Narváez y Álvaro 
Uribe Vélez. 
Y, aunque hasta hoy no 
hay militares condena-
dos por los llamados 
"falsos positivos", la so-
ciedad avanza en la lu-
cha por llegar al fondo 
del problema, por deter-
minar cada situación 
con precisión, castigar a 

los autores materiales y también a los autores inte-
lectuales y determinadores, lo que inevitablemente al-
canzará la reglamentación militar existente, inspira-
da, concebida y diseñada bajo la óptica de La Seguridad 
Nacional pregonada por Washington desde los tiempos 
de la guerra fría, que fue uno de los temas tabú en la 
Constituyente de 1991 y causa de fondo de los miles y 
miles de muertos de todos estos años. Colombia perdió 
mucho tiempo por ese veto que impuso la oligarquía en 
los conciliábulos de aquellos años.  
   Tamaña equivocación, no puede repetirse. Las solu-
ciones que requiere el país son estructurales, si que-
remos la reconciliación sobre bases ciertas y no zurcir 
otro remiendo como aquel de 1991. Por eso también es 
trascendente, que si logramos construir un nuevo es-
cenario en función de la solución incruenta, en algún 
momento puedan participar representantes de la fuer-
za pública, donde seguramente muchos de sus inte-
grantes, sin responsabilidades en las bajezas de la gue-
rra sucia, también estarán clamando por la reconcilia-
ción y la reconstrucción nacional.   

A raíz de la muerte de Jorge Briceño en un bombardeo el 
22 de septiembre, el presidente Santos reiteró que se 
ahora sí se vislumbraba el fin del fin de las FARC. ¿Qué 
opina sobre esto?
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   Desde 1964 hemos conocido tal declaración oficial en 
boca de distintos presidentes y ministros de guerra, en 
ocasiones haciendo de agoreros, otras veces en forma 
de promesa y otras a manera de amenaza, siempre con 
la pretensión de ocultar las raíces del conflicto que 
hicieron necesaria la existencia de las FARC.
   Así, han justificado la violencia terrorista del Estado.
  Así, han incrementado año tras año el presupuesto 
militar y policial, para solaz de los generales y de los 
señores de la guerra. 
   Así, han ocultado desde hace tiempo su propia inca-
pacidad, su intransigencia y la profunda corrupción 
que corroe las instituciones oficiales.
   Así, pretenden cubrir su vergonzoso y humillante 
arrodillamiento frente al Pentágono Norteamericano y 
a la Casa Blanca.
   Mientras no aboquemos seriamente, entre todos, la 
búsqueda de soluciones a los problemas estructurales 
del país, la confrontación será inevitable. Unas veces 
más intensa, otras no tanto. En algunos momentos con 
la iniciativa militar del Estado, en otros, con la ini-
ciativa popular, en una trágica ciclotimia que debemos 
superar, inteligentemente, con grandeza histórica.
   Como prosigue la confrontación, habrá más muertos. 
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De lado y lado. Más tragedias para el pueblo. Y no llega-
rán la paz ni la convivencia para Colombia. 
   No se trata de la muerte de uno o de otro comandante 
guerrillero. El conflicto no es tan sencillo ni tan sim-
ple. Las circunstancias históricas del país son muy 
particulares. La existencia de guerra de guerrillas re-
volucionarias en Colombia no es consecuencia del vo-
luntarismo de un puñado de valientes o de unos aven-
tureros, o de unos "terroristas" o de unos "narcote-
rroristas", tales calificativos podemos dejárselos a la 
propaganda oficial. La insurgencia colombiana es re-
flejo del sumun de una serie de factores estructurales 
que los distintos gobiernos no pueden empecinarse, 
terca y criminalmente, en desconocer. 
   La oligarquía colombiana ha conformado una fuerza 
pública armada de más de 500 mil hombres, en un país 
de alrededor de 45 millones de habitantes con enormes 
necesidades y carencias. Inaudito! Cerca de la quinta 
parte del presupuesto nacional del año entrante ha 
sido aprobada para gastos militares. Se invirtieron casi 
$10.000 millones de dólares de ayuda norteamericana 
en el Plan Colombia, para una guerra fracasada. Sin 
embargo la confrontación prosigue.
   Cuando bombardearon el campamento del coman-
dante Jorge Briceño, con casi un centenar de aerona-
ves que dejaron caer miles y miles de toneladas de ex-
plosivos durante muchos días, en un dantesco in-
fierno, instalaron en la periferia del lugar 
tiendas de campaña con espejitos y re-
galos, comida y ropa nueva, zapatos 
Reebock y Nike invitando a los guerri-
lleros a través de altoparlantes durante 
semanas, a la traición y a la deser-
ción.
   Todo lo que obtuvieron 
fue una heroica res-
puesta militar de la 

Comandante Jorge Briceño
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guerrillerada, colmada de moral y de conciencia 
revolucionaria, que produjo centenares de bajas en la 
fuerza de ocupación oficial y la solicitud masiva de 
ingreso de nuevos guerrilleros en la región y en 
muchas otras zonas del país.
   La cercanía de la paz democrática, de la convivencia y 
de la justicia social no se puede medir en litros de 
sangre. Eso lo sabe el país y por supuesto el presidente 
Santos. 

En su último informe la ONG colombiana Nuevo Arco 
Iris, que hace seguimiento al desarrollo del conflicto 
militar cruzando informaciones oficiales y de analistas, 
aunque reconoce la supremacía aérea del gobierno, ha 
dicho que los combates en tierra le son notoriamente 
adversos. ¿Cuáles son los resultados reales de esta 
larga confrontación?
   Al respecto tan solo quisiera anotar que diariamente 
hay combates y hechos de guerra entre la guerrilla 
revolucionaria y la fuerza pública institucional y para 
institucional en la mayoría de los 32 departamentos 
del país, donde se obtienen victorias y en ocasiones 
también se reciben golpes, en una confrontación que se 
prolongó en el tiempo y en la que la iniciativa militar se 
altera, se modifica, cambia en el tiempo y en las di-
ferentes áreas, pero no estratégicamente. Los partes 
militares que hacemos públicos, cuantifican alrededor 
de los efectos de la guerra en nuestro adversario y en 
nuestras propias filas con cifras irrebatibles.
   Quisiera destacar que la ofensiva oficial actual 
iniciada desde hace algo más de 11 años, a partir del 
llamado Plan Colombia, diseñado en el Pentágono nor-
teamericano, dirigido y financiado por ellos y alimen-
tado sin descanso por armamento de última gene-
ración desde Washington, fracasó. Es la más grande y 
prolongada operación contrainsurgente adelantada en 
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el continente y es también la más grande demostración 
que la solución del conflicto en Colombia no pasa por la 
Pax Romana. 

¿Qué condiciones exigen ustedes hoy para desmovi-
lizarse?
   Desmovilizarse es sinónimo de inercia, es entrega 
cobarde, es rendición y traición a la causa popular y al 
ideario revolucionario que cultivamos y luchamos por 
las transformaciones sociales, es una indignidad que 
lleva implícito un mensaje de desesperanza al pueblo 
que confía en nuestro compromiso y propuesta boli-
variana. 
   No tenemos ninguna dubitación, ninguna duda so-
bre nuestra obligación de luchar permanentemente y 
sin desmayo, con convicción y optimismo, por acer-
carnos con certeza a la solución política, incruenta, del 
conflicto. Los colombianos, con la contribución de 
países amigos, debemos construir un escenario de 
diálogo donde hilvanar y tejer mancomunadamente 
un proceso que concluya en acuerdos, cuya materiali-
zación incida contundente e irreversiblemente en la 
liquidación de las causas que en su momento origi-
naron el conflicto armado y que hoy lo nutren abun-
dantemente.
   Una vez erigido el escenario, en un proceso que 
también debe trabajar la reconstrucción de la confian-
za entre las partes, tendremos que conversar sobre los 
prisioneros de guerra, militares, policías y guerrilleros 
en poder de las partes, como un aspecto político y 
humanitario que reclama prelación. Y, en función de 
objetivos de largo aliento, contamos como punto de 
partida con una herramienta excepcional cual es la 
Agenda Común por el cambio hacia una Nueva Co-
lombia, firmada como acuerdo entre el Estado Colom-
biano y las FARC-EP, en El Caguán. 
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   Por supuesto que lo importante es construir el 
escenario, con voluntad y decisión política, pensando 
en el país y en su futuro, haciendo abstracción de las 
mentiras inventadas por la propaganda oficial que 
alejan la solución definitiva porque hace pensar al 
establecimiento con sus propios deseos. Y, en estos 
procesos es indispensable mantener la antena en tie-
rra.
   Los dolorosamente frustrados intentos que hemos 
hecho desde La Uribe en 1984 por encontrar caminos 
civilizados, son evidencia de las enormes dificultades 
que conlleva encontrar el camino correcto sin que ello 
implique resignación. 
    Colombia atraviesa una coyuntura crítica porque 
recién terminó el periodo del gobierno más violento y 
corrupto de la historia nacional encabezado por Álvaro 
Uribe. Decenas de los congresistas y dirigentes políti-
cos que le hicieron campaña presidencial y participa-
ron de su gestión están en la cárcel condenados como 
determinadores del narcoparamilitarismo, otros mu-
chos enfrentan investigación preliminar por parte de 
la Fiscalía y de la Corte Suprema de Justicia, varios de 
sus ministros también están sindicados o son investi-
gados mientras que decenas de mandos medios de esa 
administración ya están encarcelados todos por co-
rrupción y/o por paramilitarismo. 
   El velo está cerca de caer. La capa de teflón construida 
por los amigos de Uribe posibilitando el enriqueci-
miento desmesurado de ese círculo mafioso como fruto 
de una inconmensurable corrupción administrativa, la 
contemporización complaciente de muchos con la es-
trategia y práctica paramilitar que ya se le conocía y su 
fascistoide rechazo visceral a una solución política del 
conflicto, todo ese vergonzoso velo, está a punto de 
caer, lo que abrirá nuevas perspectivas a la civilidad y a 
la democracia verdadera.
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